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Comunicación Nº 1938/2010*
Presentada por:
Q. H. L. (representado por el abogado Kon Karapanagiotidis, Asylum Seeker Resource Centre)
Presunta víctima:
El autor
Estado parte:
Australia
Fecha de la comunicación:
19 de abril de 2010 (presentación inicial)

El Comité de Derechos Humanos, establecido en virtud del artículo 28 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,


Reunido el 25 de marzo de 2013,


Adopta la siguiente:



Decisión sobre la admisibilidad

1.1
El autor de la comunicación es Q. H. L., ciudadano chino nacido el 21 de mayo de 1963. Afirma ser víctima de una violación por Australia de los artículos 6, párrafo 1; 7; 9, párrafo 1; 14, párrafo 3 g), y 17, leídos conjuntamente con el artículo 2, párrafo 1, del Pacto. Está representado por el abogado Kon Karapanagiotidis, del Asylum Seeker Resource Centre.

1.2
El 21 de abril de 2010, el Presidente, en nombre del Comité, solicitó al Estado parte que no expulsase al autor a China mientras el Comité examinaba su comunicación. Señaló que la solicitud de medidas provisionales podría examinarse cuando se recibiesen las observaciones del Estado parte.



Antecedentes de hecho

2.1
El 17 de septiembre de 1999, el autor llegó a Australia con un grupo de turistas y encontró trabajo en un restaurante. El 6 de septiembre de 2005, solicitó un visado de protección afirmando que tenía temores fundados de sufrir persecución por sus opiniones políticas en apoyo del movimiento pro democracia en China y sus esfuerzos por combatir la corrupción.

2.2
El autor afirma que ha manifestado su posición en favor de la democracia en China y sigue participando en actividades de apoyo a la democracia desde Australia. Señala que cuando trabajaba en Foshan (China) apoyó públicamente el movimiento de 1989 en favor de la democracia en China y acusó a los dirigentes de su unidad de trabajo de corrupción. También incitó a otros colegas a denunciar la corrupción en el lugar de trabajo. Debido a estas actividades, fue presuntamente perseguido por agentes del Estado que, además, ocupaban cargos directivos en su lugar de trabajo y que le redujeron el salario, restringieron su acceso a la vivienda y no le permitieron presentarse al examen de chef de primera. El autor fue asimismo destituido de su puesto como chef en el restaurante del hotel donde trabajaba y asignado al comedor del personal, con un salario más bajo. Al parecer, tras su llegada a Australia se informó al autor de que sus antiguos empleadores deseaban su muerte por haberlos acusado de corrupción. Sin embargo, el autor siguió enviando periódicamente dinero y publicaciones contra el Gobierno a su familia en China. El autor sostiene que el dinero enviado fue confiscado por las autoridades, que se controlaron sus conversaciones telefónicas con su familia y que miembros de la Oficina de Seguridad Pública visitaron a su esposa y le advirtieron de que las publicaciones que enviaba el autor eran contrarias al Gobierno. Desde diciembre de 2005, el autor ha asistido a seminarios mensuales en los que los participantes hablan del Partido Comunista Chino y escuchan a conferenciantes invitados que son disidentes del partido.

2.3
El 23 de septiembre de 2005, el Departamento de Inmigración y Ciudadanía (DIAC) denegó el visado de protección al autor
. El 24 de enero de 2006, el Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados confirmó la decisión del DIAC. El Tribunal no consideró fundado el temor del autor a sufrir daños como consecuencia de su apoyo al movimiento de 1989 en favor de la democracia. El Tribunal se basó en varios hechos, por ejemplo en que la pretensión del autor de ser anticomunista tenía escasa credibilidad, entre otras cosas porque desconocía el contenido de la información anticomunista que presuntamente leía o enviaba a su familia, ya que solo empezó a interesarse por las actividades políticas en Australia después de solicitar el visado de protección, solicitud que se había demorado seis años. Aunque aceptaba las reclamaciones del autor de que apoyaba el movimiento pro democracia de 1989, había denunciado la corrupción en el lugar de trabajo y era objeto de discriminación en su unidad laboral, el Tribunal observó que ello no constituía persecución, ya que las autoridades chinas no estaban interesadas en sus opiniones políticas cuando salió del país y, a pesar de que el temor del autor a los perjuicios que pudieran ocasionarle sus antiguos jefes apuntaba a un caso de discriminación, la naturaleza y la magnitud de esa discriminación no permitía concluir que se trataba de persecución, y además el autor tenía la opción de pedir protección al Estado si su antiguo jefe quería perjudicarle. En cuanto a las dificultades del autor para encontrar empleo en el sector público, el Tribunal estableció que no se trataba de persecución porque existían otras oportunidades laborales en el sector privado. El Tribunal señaló que el autor "podría ser simplemente amonestado o [...] detenido e interrogado por las autoridades chinas en relación con su solicitud de asilo en Australia, pero no ser objeto de persecución por ese motivo exclusivamente". El 22 de mayo de 2006, el Tribunal Federal de Primera Instancia resolvió que la decisión del Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados no contenía ningún error de competencia y desestimó el caso de manera sumaria. El 21 de noviembre de 2006, el Ministro de Inmigración y Ciudadanía se negó a intervenir en el caso del autor y no le permitió presentar una segunda solicitud de visado de protección. El 2 de abril y el 14 de agosto de 2007, el Ministro de Inmigración y Ciudadanía reiteró su negativa a intervenir en el caso del autor.

2.4
El 19 de septiembre de 2007, el autor acudió al Consulado de China con una representante de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y presentó su anterior documento de viaje, expedido por el Consulado en agosto de 2005. El Consulado de China le preguntó por la causa de la demora en su partida. Mientras daba explicaciones, la representante de la OIM reveló su propia identidad, lo cual hizo supuestamente sospechar a las autoridades chinas que el autor quería pedir asilo. El 20 de septiembre de 2007, el DIAC remitió una carta al Consulado de China en la que apoyaba la solicitud del autor de un documento de viaje. El 10 de octubre de 2007, el autor y un representante de la OIM se personaron en el Consulado de China con una copia de la carta del DIAC. Posteriormente, el autor recibió una llamada del Consulado para pedirle que presentara una declaración escrita en que explicara a qué se había dedicado en los últimos años en Australia. El 11 de octubre de 2007, un funcionario del DIAC aconsejó al autor que dijese al Consulado de China que estaba esperando una decisión sobre una solicitud de emigración de mano de obra calificada. La representante de la OIM le había sugerido que comunicase al Consulado que había solicitado un visado para su cónyuge; ambas sugerencias suponían facilitar información falsa al Consulado de China. El 26 de octubre de 2007, el autor y el abogado de la presente comunicación acudieron a la Embajada de China y explicaron que habían tratado de obtener la residencia basada en el patrocinio del empleador, pero que no lo habían conseguido y el autor deseaba vehementemente regresar a su país. Los funcionarios chinos le señalaron que no creían sus explicaciones y que no le proporcionarían ningún documento de viaje hasta que ofreciese una "explicación honesta" de sus actividades en Australia.
2.5
El 17 de agosto de 2009, siguiendo las instrucciones del DIAC, el autor acudió a la Embajada de China para solicitar un documento de viaje que le permitiese regresar a su país. Sin embargo, le informaron de que no se le expediría ningún documento de viaje. El 18 de marzo de 2010, el autor recibió una carta del DIAC en la que se le transmitía una petición del Consulado de China para que respondiera a una serie de preguntas y proporcionara una declaración escrita en la que explicase al Consulado de China sus actividades en Australia y los motivos por los que había interpuesto un recurso ante el Tribunal Federal de Primera Instancia.

2.6
El 29 de marzo de 2010, el Ministro de Inmigración y Ciudadanía se negó, una vez más, a intervenir en este caso e informó al autor de que su visado provisional de tipo E expiraba el 18 de abril de 2010.


La denuncia

3.1
El autor señala que el Gobierno de Australia le ha denegado el asilo a pesar de la persecución de que fue objeto en China por sus opiniones anticomunistas y su lucha contra la corrupción y de que el DIAC parece haber informado al Consulado de China de su solicitud de asilo. Afirma que sufrirá daños si cae en manos de las autoridades de China debido a sus opiniones políticas y por haber solicitado el asilo, de modo que sería sometido a tortura y reclusión si regresa a su país. El autor también sostiene que le resultará difícil encontrar trabajo en China porque salió del país sin una autorización de su empleador y que ello equivaldría a persecución.

3.2
El autor afirma también que considera que las medidas adoptadas por el DIAC han creado otra alegación (solicitud de refugiado "sur place"), poniéndolo involuntariamente en peligro debido a las gestiones de esa entidad ante el Consulado de China
. El autor señala que ello demuestra claramente que las autoridades chinas se interesan por su persona y que sospechan de sus actividades en Australia. El autor no ha respondido a las preguntas que se le han formulado porque considera que ello lo expondría a un peligro aún mayor. El autor indica también que el Consulado de China no le expedirá ningún documento de viaje, lo que lo convierte en un apátrida en la práctica.

3.3
El autor alega que si se le expulsa a China sería víctima de una vulneración de los artículos 6, párrafo 1; 7; 9, párrafo 1; y 17 leídos conjuntamente con el artículo 2, párrafo 1 del Pacto.



Observaciones del Estado parte sobre la admisibilidad y el fondo

4.1
El 24 de noviembre de 2010, el Estado parte presentó sus observaciones sobre la admisibilidad y el fondo. El Estado parte completa los hechos expuestos por el autor y señala que este fue detenido el 12 de julio de 2005 y firmó una solicitud voluntaria de devolución a China, que incluía una solicitud de pasaporte de ese país. El 10 de agosto de 2005, el Consulado de China le expidió un permiso de entrada válido por un período de tres meses. Ese documento de viaje expiró posteriormente y el autor solicitó un visado de protección el 6 de septiembre de 2005 que le fue denegado. El 22 de mayo de 2006, el Tribunal Federal de Primera Instancia confirmó el fallo del Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados. El 16 de agosto de 2007, el autor indicó a un funcionario de inmigración que deseaba regresar voluntariamente a China, pero que carecía de los medios económicos para hacerlo. Un representante de la OIM le ayudó a solicitar un nuevo pasaporte. El 31 de octubre de 2007, un funcionario de inmigración se reunió con un funcionario del Consulado de China. El Consulado de China señaló que necesitaba una declaración del autor sobre el tipo de visado que había solicitado en Australia, los trámites realizados, una exposición de los motivos por los que el autor deseaba quedarse en Australia y las razones por las que no había utilizado el documento de viaje expedido en 2005. Se informó al autor de todo ello y se le precisó que el funcionario de inmigración no proporcionaría ningún tipo de información al Consulado de China sin su consentimiento. Entre 2007 y 2010, con el consentimiento del autor, los funcionarios de inmigración estuvieron en contacto con el Consulado de China en relación con los documentos de viaje del autor y se produjeron algunas demoras debido a cambios en el personal del Consulado de China y las limitaciones que afectaban a la tramitación de pasaportes a causa de la celebración de los Juegos Olímpicos de Beijing. En enero de 2010, se facilitó al autor una copia por escrito de preguntas formuladas por el Consulado de China, el cual quería saber lo que había estado haciendo en Australia en los diez últimos años, el motivo por el que no se había marchado de Australia en 2005 y por qué había interpuesto un recurso ante el Tribunal Federal. El autor no respondió a esas preguntas.

4.2
El Estado parte afirma que el autor no agotó los recursos internos, ya que no recurrió el fallo del Tribunal Federal de Primera Instancia, de 22 de mayo de 2006, ante el Tribunal Federal y no ha explicado por qué no hizo uso de ese recurso.

4.3
Por lo que se refiere a la alegación del autor de que se ha producido una violación del artículo 6, párrafo 1, del Pacto, el Estado parte recuerda que, a los fines del artículo 2 del Protocolo Facultativo, una denuncia es una reclamación respaldada con pruebas y que el autor debe aportar indicios racionales de la existencia de una violación. El Estado parte señala que la comunicación del autor se basa en una breve cronología de los hechos y no alega que exista un riesgo real de muerte si es devuelto a China. El Estado parte indica que sus gestiones ante el Consulado de China para obtener un documento de viaje son las habituales y que no existen pruebas sustanciales que apunten a una solicitud "sur place"
 que implique para el autor un riesgo real de ser privado arbitrariamente de la vida en violación del artículo 6. El Estado parte sostiene, pues, que el autor no ha facilitado pruebas suficientes que respalden sus alegaciones en relación con el artículo 6.

4.4
El Estado parte afirma que, en caso de que el Comité considere que las alegaciones del autor son admisibles, debería declarar que carecen de fundamento. La información sobre el país de que disponen las autoridades nacionales demuestra que las autoridades chinas consideran que tratar de permanecer en Australia presentando una solicitud de protección temporal es algo habitual y no una expresión de disidencia política. Además, indica que lo más probable que le ocurra a un nacional de China cuya solicitud de asilo haya sido denegada cuando regrese al país es que se le entreviste y quizá se le mantenga bajo vigilancia o en detención durante un breve período de tiempo. El Estado parte considera que no existen pruebas sustanciales de que las autoridades chinas tengan un interés particular en el autor a causa de sus actividades políticas en Australia. Más aún, las autoridades nacionales consideran que el autor participó en actividades políticas para respaldar la solicitud de un visado de protección. El Estado parte señala que la pretensión del autor de que su empleador anterior deseaba su muerte no es un motivo suficiente para que tema por su vida, sobre todo porque podría solicitar protección al Estado si tuviera problemas con su exjefe. El Estado parte hace referencia a las conclusiones del Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados, según el cual, aunque podría haber sido discriminatorio, el trato de su anterior empleador no constituye un peligro suficientemente grave para ser considerado persecución en virtud de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados.

4.5
Por lo que respecta a la alegación del autor de que se ha vulnerado el artículo 7, el Estado parte sostiene que el autor no ha fundamentado de manera suficiente su pretensión ni aportado indicios racionales de su temor de ser perseguido por las actividades realizadas en Australia en favor de la democracia en China y de que las autoridades chinas puedan descubrir que se le ha denegado una solicitud de asilo y, por consiguiente, ser sometido a reclusión y tortura.

4.6
En lo que le concierne, el Estado parte afirma que el autor no ha proporcionado información nueva y pertinente con respecto a sus actividades políticas que todavía no haya sido examinada por las autoridades nacionales, y que no existen pruebas sustanciales de que el autor sea considerado un adversario activo y declarado del Gobierno de China. Por consiguiente, el autor no ha probado que exista un riesgo real de que pueda ser sometido a tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes si es devuelto a China.

4.7
En cuanto a la alegación del autor de que teme ser detenido si las autoridades chinas descubren que había solicitado asilo a Australia, el Estado parte señala que sus obligaciones de no devolución en virtud del Pacto se aplican solamente a las situaciones en las que exista un riesgo real de provocar un daño irreparable, como el contemplado por los artículos 6 y 7
. Por lo tanto, considera que la alegación del autor en relación con el artículo 9 debe ser declarada inadmisible ratione materiae, además de insuficientemente fundamentada.
4.8
Por lo que atañe al fondo de las alegaciones del autor en relación con el artículo 9, el Estado parte recuerda que el concepto de arbitrariedad de la detención había sido definido no meramente como contrario a la ley, sino que incluía elementos de incorrección, injusticia e imprevisibilidad
. El Estado parte recuerda la información sobre el país que fue examinada por el Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados, en la que se señala que el autor podría ser interrogado, amonestado o detenido durante un breve período de tiempo por las autoridades chinas en relación con su solicitud de un visado de protección, pero que ello no constituye persecución.

4.9
En cuanto a las alegaciones del autor en relación con el artículo 17, el Estado parte señala que sus obligaciones de no devolución no abarcan las vulneraciones del artículo 17
 y, por lo tanto, esta parte de la reclamación del autor es inadmisible ratione materiae. Señala también que el Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados puso en duda la credibilidad de las opiniones y actividades políticas del autor y que no estaba convencido de que el autor hubiese enviado información de carácter político a sus familiares. En cuanto al fondo, el Estado parte sostiene que, durante las audiencias ante el Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados, el autor no respondió a la pregunta de por qué pensaba que estaba siendo vigilado por las autoridades chinas, y que no existían pruebas suficientes que demostrasen su alegación de que el dinero enviado a su familia había sido robado por funcionarios públicos.

4.10
El Estado parte sostiene que las alegaciones del autor en relación con los artículos 6, 7, 9 y 17 son inadmisibles porque no se han agotado los recursos internos y porque no están suficientemente fundamentadas. Sus alegaciones en relación con los artículos 9 y 17 no suscitan la obligación de no devolución y, por lo tanto, son inadmisibles ratione materiae. Subsidiariamente, el Estado parte afirma que las alegaciones del autor carecen de fundamento.



Comentarios del autor sobre las observaciones del Estado parte sobre la 
admisibilidad y el fondo

5.1
El 1 de abril de 2011, el autor presentó sus comentarios sobre las observaciones del Estado parte sobre la admisibilidad y el fondo. El autor completa los hechos expuestos y explica que el 10 de junio de 2005 recibió un documento de viaje chino. Sin embargo, ese documento expiró mientras esperaba la decisión del Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados sobre su solicitud de un visado de protección. Por lo que se refiere al agotamiento de los recursos internos, el autor reitera que ha agotado todos los recursos internos disponibles.

5.2
En cuanto a su alegación en relación con el artículo 6, el autor afirma que su apoyo al movimiento democrático de 1989 y sus esfuerzos para luchar contra la corrupción en el lugar de trabajo dieron pie a una persecución oficial en forma de restricciones salariales y exclusión de los programas de vivienda. Mientras se encontraba en Australia, el autor siguió participando en seminarios y reuniones en favor de la democracia y sostiene que existen numerosos factores que sugieren que esas actividades podrían haber captado la atención del Gobierno de China, dado que se vigilaron sus llamadas y su correspondencia. Señala que un funcionario chino que desertó a Australia en 2005 dijo que China contaba con una amplia red de informantes que vigilaban a los adeptos del Falun Gong y otras actividades contrarias a China. Por lo tanto, el autor reivindica que la solicitud del DIAC de que el autor suministrase al consulado de China una declaración sobre sus actividades en los diez últimos años denota que las autoridades chinas tenían conocimiento de sus actividades en pro de la democracia. También señala que el DIAC aconsejó al autor que facilitara al Consulado de China una explicación de los motivos por los que había presentado una solicitud al Tribunal Federal de Primera Instancia, lo cual demuestra que el Consulado de China sospechaba que había solicitado un visado de protección.

5.3
El autor cita algunos informes de organizaciones de derechos humanos sobre la amplia aplicación de la pena de muerte
, así como pruebas que sugieren que los disidentes políticos son objeto de persecución cuando regresan a China tras habérseles denegado el asilo en Australia
. El autor señala que la información nacional en la que se apoya el Estado parte está desfasada (1995) y que un informe más reciente indica que no es posible saber con seguridad el modo en que las autoridades chinas tratarán a los repatriados que no hayan obtenido el asilo. Además, el autor sostiene que las gestiones del representante de la OIM y del DIAC han revelado su condición de persona a la que se le ha denegado el asilo al Consulado de China, que ahora pide información sobre el recurso interpuesto ante el Tribunal Federal de Primera Instancia. A ese respecto, el autor señala que los procedimientos judiciales garantizan la confidencialidad de los recursos relacionados con las solicitudes de asilo y que la instrucción de suministrar información al respecto es contraria a la Observación general del Comité sobre el derecho a la intimidad
. El autor dice que los datos solicitados por el Consulado de China demuestran que se interesan por su persona. El autor afirma que la información sobre el país, combinada con la falta de transparencia sobre la aplicación de la pena de muerte en China, además de la divulgación por el DIAC del expediente del autor en materia de inmigración al Consulado de China, le expondrían al riesgo de ser víctima de una violación del artículo 6 si fuese devuelto a su país.

5.4
Por lo que se refiere a su reclamación en relación con el artículo 7, el autor menciona sus alegaciones relacionadas con el artículo 6 y sostiene que su expulsión a China implicaría un riesgo real de tortura en violación del artículo 7.

5.5
En cuanto al artículo 9, el autor señala que, como consecuencia necesaria de una vulneración de sus derechos en relación con los artículos 6 y 7, también sufriría el perjuicio que conlleva la detención arbitraria. Indica que el Tribunal de Revisión de Asuntos de Refugiados reconoció que si regresaba a China podría ser detenido. En relación con la Observación general Nº 31 del Comité
, el autor sostiene que las referencias a los artículos 6 y 7 sirven de ejemplo de daño irreparable. Afirma que, como demuestra el caso de otras personas a las que se les ha denegado el asilo
, es probable que fuese detenido de manera indefinida y en secreto.

5.6
En relación con su alegación relacionada con el artículo 14, el autor cita las obligaciones del Estado parte que emanan del artículo 14, párrafo 3, en particular el párrafo 3 g), y dice que una respuesta honesta a las preguntas formuladas por el DIAC supondría revelar su participación en actividades de carácter político que son consideradas ilegales en la legislación de China. Por lo tanto, sostiene que su respuesta a las preguntas equivaldría a la confesión de un delito en el marco del artículo 105 del Código Penal de China
.



Deliberaciones del Comité



Examen de la admisibilidad

6.1
Antes de examinar toda reclamación formulada en una comunicación, el Comité de Derechos Humanos debe decidir, de conformidad con el artículo 93 de su reglamento, si el asunto es o no admisible en virtud del Protocolo Facultativo del Pacto.

6.2
En cumplimiento de lo exigido en el artículo 5, párrafo 2 a), del Protocolo Facultativo, el Comité se ha cerciorado de que el mismo asunto no está siendo examinado en el marco de otro procedimiento de examen o arreglo internacional.

6.3
El Comité toma nota del argumento del Estado parte de que el autor no ha agotado los recursos internos de conformidad con el artículo 5, párrafo 2 b), del Protocolo Facultativo, puesto que no ha apelado la decisión del Tribunal Federal de Primera Instancia ante el Tribunal Federal y no ha explicado por qué no ha utilizado ese recurso. El Comité observa que el autor no ha facilitado información para refutar ese argumento. A falta de información facilitada por el autor sobre los motivos por los que no ha apelado ante el Tribunal Federal, el Comité considera que no ha agotado todos los recursos internos de que efectivamente disponía conforme a lo establecido en el artículo 5, párrafo 2 b), del Protocolo Facultativo y, por consiguiente, declara la comunicación inadmisible.

7.
Por lo tanto, el Comité de Derechos Humanos decide:

a)
Que la comunicación es inadmisible en virtud del artículo 5, párrafo 2 b), del Protocolo Facultativo;

b)
Que la presente decisión se ponga en conocimiento del Estado parte y del autor.

[Adoptada en español, francés e inglés, siendo la versión original el texto inglés. Posteriormente se publicará también en árabe, chino y ruso como parte del informe anual del Comité a la Asamblea General.]













	*	Participaron en el examen de la presente comunicación los siguientes miembros del Comité: Sr. Yadh Ben Achour, Sr. Lazhari Bouzid, Sra. Christine Chanet, Sr. Ahmad Amin Fathalla, Sr. Cornelis Flinterman, Sr. Yuji Iwasawa, Sra. Zonke Zanele Majodina, Sr. Kheshoe Parsad Matadeen, Sra. Iulia Antoanella Motoc, Sr. Gerald L. Neuman, Sir Nigel Rodley, Sr. Víctor Manuel Rodríguez Rescia, Sr. Fabián Omar Salvioli, Sra. Anja Seibert-Fohr, Sr. Yuval Shany, Sr. Konstantine Vardzelashvili y Sra. Margo Waterval.


	�	Los antecedentes de hecho se han establecido sobre la base de la exposición del autor y los documentos judiciales.


	�	El autor no ha proporcionado una copia de la decisión del DIAC en que se le deniega el visado de protección.


	�	El DIAC envió una carta (sin fechar) al autor en la que se le pedía que respondiera a las siguientes cuestiones y le remitiera las respuestas para que el DIAC las comunicase, a su vez, al Consulado de China: a) facilite una declaración por escrito en la que explique al Consulado General de China lo que ha estado haciendo en Australia en los diez últimos años; b) explique por qué no se marchó de Australia en 2005, cuando el Gobierno de China le proporcionó un documento temporal de viaje; c) el Cónsul General de China ha solicitado que explique por qué ha interpuesto un recurso ante el Tribunal Federal.


	�	Véase Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Manual de procedimientos y criterios para determinar la condición de refugiado en virtud de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados, HCR/1P/4/Eng/Rev.2.


	�	Véase la Observación general Nº 31 sobre la índole de la obligación jurídica general impuesta a los Estados partes en el Pacto, Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo noveno período de sesiones, Suplemento Nº 40 (A/59/40 (Vol. I)), anexo III, párr. 12.


	�	Véase la comunicación Nº 305/1988, Van Alphen c. los Países Bajos, dictamen aprobado el 23 de julio de 1990, párr. 5.8.


	�	Véase la Observación general Nº 31 sobre la índole de la obligación jurídica general impuesta a los Estados partes en el Pacto (véase la nota 5 supra), párr. 12.


	�	Véanse Amnistía Internacional, http://www.amnesty.org.au/adp/comments/25190; y Guangze Wang, The Mistery of China's Death Penalty Figures, www.hrichina.org.


	�	Australian Refugee Rights Alliance, Draft Discussion Paper, Deportations to China: Australian RSD processes that return people to persecution, 2007.


	�	Observación general Nº 16 (1988) sobre el derecho al respeto de la vida privada, la familia, el domicilio y la correspondencia, y la protección de la honra y la reputación (art. 17), Documentos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo tercer período de sesiones, Suplemento Nº 40 (A/43/40), anexo VI, párr. 10; HRI/GEN/1/Rev.1, pág. 25.


	�	Véase la Observación general Nº 31 (2004) sobre la índole de la obligación jurídica general impuesta a los Estados partes en el Pacto (véase la nota 5 supra), párr. 12.


	�	Australian Refugee Rights Alliance, Draft Discussion Paper, Deportations to China: Australian RSD processes that return people to persecution (véase la nota 9 supra).


	�	Artículo 105 del Código Penal de China: El que organizare, planificare o realizare un acto de subversión contra el poder político del Estado y de derrocamiento del sistema socialista o cometiere un delito grave será condenado a cadena perpetua o a una pena de prisión no inferior a 10 años. El que participare activamente en esos actos será castigado con una pena de prisión entre 3 y 10 años. Los demás participantes serán castigados con una pena de prisión no superior a 3 años, arresto penal, vigilancia pública o privación de sus derechos políticos. El que incitare a subvertir el poder político del Estado y derrocar el sistema socialista con rumores, calumnias u otros medios será condenado a una pena de prisión no superior a 5 años, arresto penal, vigilancia pública o privación de los derechos políticos. El que organizare o cometiere delitos graves será castigado con una pena de prisión no inferior a 5 años.
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